Carátula 
(Ingresan a Sala representantes de egresados universitarios que cumplen funciones en el Ministerio de Salud Pública) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir a representantes de 
egresados universitarios que cumplen funciones en el Ministerio de Salud Pública y que no aportan a la Caja de Profesionales 
Universitarios; en función de eso, se ven enfrentados al problema del vencimiento del plazo para el pago del impuesto que lleva 
como destino el Fondo de Solidaridad y, por lo tanto, han presentado una nota fechada el 28 de agosto, a los efectos de que esta 
Comisión los reciba. 


Con mucho gusto escucharemos sus planteamientos. 


SEÑORA RAMA.- Soy asistente social y cumplo funciones en el Ministerio de Salud Pública, concretamente en el Hospital Pereyra 
Rossell. 


La situación es la siguiente. Como bien decía el señor Presidente de la Comisión, el vencimiento del plazo para el pago del 
adicional creado para la Universidad de la República se cumple en el día de mañana, 31 de agosto, pero la situación que queremos 
plantear no refiere solamente a lo que tiene que ver con el pago de ese adicional votado en febrero de este año, sino a toda la ley 
que creó el Fondo de Solidaridad, de acuerdo con la cual la antigúedad y los años de carrera universitaria determinan el aporte de 
un Salario Mínimo y de dos Salarios Mínimos. 


Con respecto a la problemática en el Ministerio de Salud Pública, desde 1995 —año en que se aprobó este aporte- y hasta el año 
2000, existe una gran morosidad. Esto no es porque los profesionales no hayan querido aportar ni ser solidarios —muy por el 
contrario- sino porque los bajos sueldos han hecho imposible hacer frente a esa cifra, y se han endeudado. Hay un promedio de 
U$S 2.500 a U$S 3.500 de adeudos al año 2000, a lo que se suma este adicional, todo lo cual equivale a cuatro Salarios Mínimos a 
partir del 2001. 


Esta situación tomó gran notoriedad debido a que en julio de este año, concretamente en dependencias del Ministerio de Salud 
Pública, salió una circular de ASSE en la cual se notificaba a todos los funcionarios que si no estaban al día con el tributo no iban a 
percibir el sueldo de setiembre. Eso evidentemente creó una gran conmoción. Nos encontramos con la sorpresa de lo adeudado y 
con el hecho de que no podíamos hacer frente a esa cifra, teniendo en cuenta que el promedio de salarios del Ministerio de Salud 
Pública es de $ 3.000. En ese sentido, en las notas enviadas a Senadores y Diputados, adjuntamos nuestros recibos de sueldo y 
expresamos que no se trata de que estemos en contra del espíritu de la ley, sino de que se nos pedía algo que nos resultaba 
imposible de pagar. 


Otra cuestión muy grave es que al averiguar lo adeudado, nos enteramos de que el Fondo nos daba la alternativa de adherirnos a 
un sistema de hasta treinta y cinco cuotas mensuales, que muchas veces llegaban al 50% del salario, lo que representaba una 
notoria rebaja salarial por un período de tres años. Además, no nos íbamos a poner nunca al día, porque con esto saldábamos la 
deuda hasta 2000, ¿pero qué sucedería de aquí en más, con los futuros pagos? Veíamos que siempre íbamos a estar endeudados 
y nunca íbamos a llegar a un buen fin. 


Asimismo, observamos que esta ley no tiene límite, porque se mantiene durante todo el ejercicio profesional, lo que nos parece que 
no es justo. Entonces, mucha gente recién ahí tomó conciencia de lo que se trataba, porque desconocía la ley, aunque 
reconocemos que el desconocimiento no exime de responsabilidad. El hecho es que somos muchos los que nos encontramos hoy 
enfrentados a esta problemática, y ante esta situación intentamos el camino del diálogo con diferentes Legisladores y con el 
Ministerio de Salud Pública. Es así que hemos pedido ser recibidos por distintas Comisiones para exponer esta problemática que 
es acuciante y que se agrava día a día, porque tenemos deuda y mora. Quiere decir que si hoy debemos $ 5, mañana deberemos $ 
7, pasado $ 8, etcétera. Pensamos que lo importante no es solucionar el problema específico, sino revisar la ley en su totalidad. 


En la Agrupación Universitaria del Uruguay se ha planteado esta situación, se ha analizado y hemos compartido el criterio de que el 
aporte debería ser porcentual y con un término establecido, ya que pensamos que así sería más lógico y equitativo. Cabe recordar 
que en el Período anterior hubo un proyecto que recibió media sanción por parte de la Cámara de Representantes, pero no fue 
considerado por el Senado, por lo que no se transformó en ley. Entonces, nos encontramos hoy en una situación cada vez más 
comprometida y dramática. 


SEÑORA VILAS..- En primer lugar, deseo señalar que soy la Presidenta de la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay y que 
he venido a acompañar a las colegas del Ministerio de Salud Pública, cuyos sueldos son de los peores de la Administración 
Pública. Más allá de esto, nuestra intención es realizar el planteamiento en forma general. 


A nuestro juicio, se trata de una ley que no es equitativa. Si bien reconocemos y estamos de acuerdo con su filosofía de solidaridad, 
pensamos que no es justo que todos paguemos por igual cuando sabemos que los ingresos de los profesionales varían 
notoriamente de uno a otro. Tal como mencionó la compañera que me antecedió en el uso de la palabra, en 1997 ya se había 
planteado este tema —fundamentalmente por parte de los funcionarios del INAME- y se había logrado la media sanción de un 
proyecto que hablaba de un porcentaje del cinco por mil de los ingresos anuales. Nosotros reivindicamos ese proyecto, con un 
agregado en lo que tiene que ver con el plazo. Entendemos que la Universidad nos dio mucho, pero pensamos que esa devolución 
debe tener un plazo —que podría ser de diez años- ya que no creemos que debamos pagar hasta el día en que nos jubilemos. 
Inclusive, en el caso de las compañeras, aportar cuatro Salarios Mínimos Nacionales al año les implica, en los hechos, no cobrar el 
sueldo durante dos meses o no tener aguinaldo. En resumen, ese es el planteamiento, más allá de advertir que mañana vence el 
adicional. 


Por otro lado, nos preocupa la forma en que se está distribuyendo el dinero que se recauda, teniendo en cuenta que hay un fuerte 
compromiso de los profesionales para realizar estos aportes. Todos sabemos que la publicidad en televisión es muy cara y, 
entonces, no quisiéramos que lo que pagamos se gastara en esas cosas. 


En definitiva, queríamos plantear este tema y nos gustaría saber si será posible modificar la ley o encontrar alguna otra solución. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: tengo una duda con relación al planteamiento que se nos ha formulado. 
Obviamente, todos estamos sensibilizados en virtud de que se trata de los sueldos más bajos de la Administración Pública. 
Concretamente, quisiera saber si aportan a la Caja de Profesionales Universitarios. 


SEÑORA RAMA.- No aportamos, porque no tenemos el ejercicio liberal de la profesión, aunque debo aclarar que en el área de la 
Salud hay otros profesionales que sí lo hacen. Puntualmente, nosotras debemos tener el pago al día en el Banco de la República 
Oriental del Uruguay. 


SEÑOR NUÑEZ.- Fui uno de los visitados por las señoras presentes y quisiera compartir algunas reflexiones respecto a la 
problemática que estamos encarando. 


El tributo del cual estamos hablando fue creado hace un tiempo —este es un adicional, pero no es el problema básico- y prevé el 
aporte de un conjunto grande de contribuyentes egresados de la Universidad de la República -no de las Universidades privadas- y 
de cursos terciarios de UTU. Quiere decir que abarca un universo muy grande, el que puede estar constituido por personas que 
tengan actividad profesional liberal, por su cuenta, sean dependientes o ambas cosas, en el área privada o en la pública. Entonces, 
tenemos un tributo madre, un adicional y toda esta complejidad. Cabe recordar que nosotros no hemos votado en ninguna de las 
oportunidades en que se trató esta iniciativa. 


Deberíamos acotar el tema y diferenciar entre los dependientes y los no dependientes, porque en el caso de aquellos que tienen 
actividad profesional privada, es muy difícil comprobar cuáles son sus ingresos. En todo ese universo, hay un conjunto de 
profesionales que tienen la posibilidad de tener su Caja de Jubilaciones Profesionales y otros no, ya que sólo pueden ser 
dependientes o tener una actividad privada, profesional, pero sin aportar a la Caja. La limitación que se establecía era que debía 
haber pasado por la Casa de Estudios, obtener un título o revalidarlo, y tratarse de una carrera de cuatro años al día de hoy, y no 
cuando la siguió. Insisto: se trata de una problemática muy compleja, que en principio está agravada por el vencimiento del 
adicional en el día de mañana. 


Si bien no lo tenemos claro, pensamos que un aspecto de esta problemática podría solucionarse modificando la ley. En lo que tiene 
que ver con el vencimiento o la regularización de la morosidad, creo que no alcanza con resolverlos por ley hacia el futuro, sino que 
deberíamos estudiar qué puede hacer esta Comisión hoy. Además, advierto que todo esto no tiene que ver solamente con el 
Ministerio de Salud Pública, porque debe haber otros egresados universitarios y de UTU en las mismas condiciones. La verdad es 
que no se me ocurre mucho, pero por lo menos en alguna situación concreta en donde esos Ministerios dicen que si no se 
regulariza lo atrasado, más este pago con adicional y presentan un formulario como que están al día, se les va a retener sus 
sueldos del próximo mes, no alcanzaría con que pensemos una solución legal, sino que habría que tomar alguna medida en cuanto 
a llamar a algún Ministro y ver qué posibilidades tenemos. No sé qué es lo que piensan los demás señores Senadores con relación 
a esta problemática. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Hoy llegó una lista a la Dirección del Hospital donde consta quiénes van a ser sancionados si no presentan 
los papeles; es un listado que va por Escalafón y ya ha llegado el "B". 


SEÑORA VILAS.- Teniendo en cuenta lo que decía el señor Senador, me interesa plantear el tema de que se afecte el salario. 
Sabemos que el sueldo es inembargable, pero en este caso la situación es como compulsiva, ya que si no pagamos nos retienen el 
sueldo. Además, si no pagamos el adicional el 31 de agosto, la mora empieza a correr a partir del 1% de setiembre. Pero si es un 
adicional a un impuesto ya creado que vence el 31 de diciembre, es bastante raro que la mora empiece a correr a partir de 
mañana; son algo más de $ 400, más $ 2 por cada día de atraso. 


Por un lado, aspiramos a que se modifique la ley y, por otro, buscaremos la forma de pagar, pero no estamos de acuerdo —creemos 
que en ese sentido hay que tomar una medida urgente- con que se retenga el salario a los compañeros. No solamente se les 
plantea que deben más de U$S 3.000 a quienes nunca pagaron —-y no es porque no lo hayan querido, porque con $ 2.500 que 
ganan por mes es muy difícil poder pagar- sino que, además, se los sanciona, de alguna manera, reteniéndoles el sueldo. 
Realmente este tema nos preocupa y como Presidenta de la Asociación de Asistentes Sociales del Uruguay —más allá del planteo 
concreto de las compañeras del Ministerio de Salud Pública- quiero reafirmar nuevamente que esta es una preocupación de todo el 
colectivo profesional y es un tema que, inclusive, se está tratando en la Agrupación Universitaria del Uruguay. Más allá de que sean 
mayores o menores los ingresos, no consideramos justo que sea para todos por igual. 


SEÑORA VERA.- Trabajo en el Hospital Pereyra Rossell y soy asistente social. 


Quiero decir que me preocupa muchísimo la situación de mis compañeros y de otras personas, ya que mucha gente para pagar 
este tributo se ha endeudado, sacando préstamos de aquí y de allá. 


Como los señores Senadores saben, los créditos de plaza están cobrando tasas de interés muy altas y la gente, en la 
desesperación, acude a cualquier cosa porque, como dijo algún Legislador, a los uruguayos no nos gusta estar endeudados y 
hacemos todo lo posible por no estarlo. Quiero que sepan que esas personas se encuentran en esa situación de angustia por 
haberse endeudado para pagar un tributo de este tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En mi carácter de Presidente de la Comisión, debo manifestar que me hago cargo de la preocupación de 
nuestros visitantes y, en ese sentido, creo interpretar a los demás señores Senadores. En esta Comisión, naturalmente, somos 
sensibles ante lo que nos han hecho conocer. Pienso que tenemos un problema con dos escenarios de solución: uno inmediato, 
ante la inminencia del vencimiento de los plazos, y otro, mediato. Empezando por este último, entiendo que lo que se nos plantea 
es modificar la ley que crea este tributo. En ese sentido, nos han dicho que en el Período pasado hubo un proyecto que fue 
aprobado por la Cámara de Representantes y allí quedó. Solicito al señor secretario de la Comisión que nos haga conocer ese 
proyecto para poder discutirlo aquí. 


Como sabrán, la consideración, discusión y eventualmente la sanción de un proyecto de ley lleva su tiempo. De manera tal que ese 
sería el camino mediato y no habría una solución para el otro problema que requiere una respuesta inmediata. Además, ese otro 


escenario no está en la competencia de esta Comisión sino, más bien, del Poder Ejecutivo y de quienes sean los ordenadores del 
gasto en el caso puntual de las instituciones y organismos estatales de los que ustedes dependen. En ese caso sí podemos 
adelantar nuestra preocupación, que haremos llegar a las personas indicadas, y el Ministerio de Salud Pública sería uno de ellos. 
Consulto si alcanzaría con esto o si deberíamos comunicarlo a alguien más. 


SEÑORA VILAS.- Tengo conocimiento de que el INAME, el Banco Hipotecario y otras instituciones públicas están haciendo 
retenciones. Aclaro que trabajo en el Poder Judicial y hasta ahora allí esto no se está controlando pero, en general, están 
empezando a hacerlo si no se paga . 


SEÑOR PRESIDENTE.- Haríamos las gestiones ante todos los organismos públicos que estén controlando esto pero, 
naturalmente, no todas las situaciones son iguales, ya que tampoco lo son los ingresos. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, analizaríamos el problema en estos dos escenarios dándole especial prioridad, 
naturalmente, al de la inmediatez, para ver si podemos encontrar una solución al problema que nos plantean. 


SEÑORA RAMA.- Tampoco debemos olvidarnos de lo adeudado, que es muy importante, porque se trata de gente que ha firmado 
el convenio por tres años. Me parece que es relevante tenerlo en cuenta por el problema inmediato que debemos resolver. Además, 
hay que analizar el factor tiempo para cada ciudadano y cada trabajador, porque los tiempos políticos son diferentes para legislar o 
modificar leyes. Como este problema se agudiza día a día, creo que de parte de los señores Senadores debe merecer la mayor 
celeridad posible. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Cuando fui a averiguar acerca del convenio, me dieron la deuda que iba desde 1995 a 1999 y me dijeron 
que entre setiembre y diciembre tenía que empezar a pagar lo correspondiente al año 2000. Es decir que son deudas que tenemos 
que pagar este año. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Ustedes fueron notificadas ahora de que debían pagar por el adicional y el desconocimiento de la ley no los 
exime. ¿En alguna otra oportunidad fueron notificadas del pago, ya que hay algunos que deben desde 1995? 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Nosotras no fuimos notificadas; el comunicado que vimos es el que salió en la tercera semana de agosto, 
con fecha de julio. Entonces, fui a la Oficina de Personal a averiguar qué era eso y nadie sabía. Allí me mandaron a Pagos, donde 
me dijeron que no sabían de qué se trataba. Me aconsejaron que llamara por teléfono a tal número en la calle Reconquista y en 
ese lugar me dijeron que fuera al otro día. Al día siguiente me encontré con una gran cola en la que había gente llorando. Entonces 
esperé mi turno y cuando me tocó y me enteré de lo que pasaba, comprendí la situación. Resulta que hay personas que tienen 
hasta los sueldos hipotecados en la Cooperativa de Salud Pública, porque son muy bajos. Hay que tener en cuenta que mucha 
gente no cuenta con nadie y tiene que hacerse cargo de sus hijos. La verdad es que se trata de una situación bastante pavorosa. 


SEÑORA VERA.- Mucha gente se enteró de lo adeudado de 1995 a la fecha cuando salió este aditivo, es decir que ni siquiera 
sabía que tenía la deuda anterior. Eso fue lo que generó más problemas en la gente, al tomar conocimiento, justamente ahora, de 
esa deuda tremenda que tenía. Esto hay que dejarlo bien claro porque hay una falta total de comunicación para comprender a 
dónde se quiere llegar. Por eso digo que éste es un aspecto clave. 


SEÑORA VILAS.- Quiero agradecer a los integrantes de la Comisión que nos hayan recibido, porque para nosotros es sumamente 
importante que escuchen nuestros planteamientos y ver qué se puede hacer. 


SEÑORA VERA.- Adhiero a lo que expresó mi compañera y quiero decir que tenemos presente al grupo de personas del interior 
que muchas veces no puede acercarse hasta aquí a intentar hablar con los Legisladores y, sin embargo, están esperando una 
respuesta. Esas personas nos llaman a diario por teléfono para saber qué se va a hacer y cómo se puede solucionar esta situación, 
porque también están desesperadas por el problema de la desocupación que se vive actualmente en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradecemos su presencia y la comunicación que nos hacen de este 
problema, ante el cual nos sensibilizamos y para el que trataremos de encontrar una pronta respuesta. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


